
§59. Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de mutualidades de previsión 
social. 
 
MODIFICADO POR: 
Real Decreto 1298/2009, de 31 de julio, por el que se modifica el 
Reglamento de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado 
por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, y el Reglamento de 
mutualidades de previsión social, aprobado por el Real Decreto 
1430/2002, de 27 de diciembre 
(BOE núm. 185, de 1 de agosto de 2009) 

• Artículo segundo. Modificación del Reglamento de mutualidades de previsión 
social, aprobado por el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre. 

El apartado 2 del artículo 13 «Ampliación de actividad y modificación de la 
documentación aportada» del Reglamento de Mutualidades de Previsión Social, 
aprobado por el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre, queda redactado 
del siguiente modo (pág. 1374): 

«2. Las modificaciones de la documentación que haya servido de base para 
el otorgamiento de la autorización administrativa de acceso a la actividad 
aseguradora se notificarán a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones, remitiendo, en su caso, certificación íntegra de los acuerdos de 
los órganos sociales competentes dentro de los diez días siguientes a la 
aprobación del acta correspondiente. 

En el plazo máximo de un mes, a contar desde la fecha de su otorgamiento, 
se remitirá a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones copia 
autorizada de la escritura de elevación a públicos de tales acuerdos, cuando 
ello proceda. En caso de que deban inscribirse tales acuerdos en el Registro 
Mercantil, la copia autorizada de la escritura a que se refiere este párrafo se 
remitirá a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones en el 
plazo de un mes desde su inscripción en el Registro. 

Las modificaciones de la documentación aportada que determinen que la 
entidad aseguradora deje de cumplir alguno de los requisitos establecidos 
en la Ley y en este Reglamento para el otorgamiento de la autorización 
administrativa darán lugar al inicio del procedimiento administrativo de 
revocación, sin perjuicio del posible trámite de subsanación prevenido en el 
artículo 26.3 de la ley.» 

 
 
 
 
 
 
 
 


